El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
Providencia:


SENTENCIA DE TUTELA – 1ª Instancia – 15 de noviembre de 2016

Radicación Nro. :


66001-22-13-000-2016-01022-00
Accionante:


LUZ MARINA ARENAS VARGAS
Accionados:


DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR - DISPENSARIO MÉDICO I BATALLÓN DE ARTILLERÍA NO. 8
Proceso:



Acción de Tutela – Concede el amparo solicitado

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
TEMA:



SALUD / TRATAMIENTO ESPECIAL / PACIENTE CRÓNICO CON TRASTORNO MENTAL / CONCEDE /. “En este caso, la entidad demandada no ha desconocido su obligación de garantizar el internamiento del paciente, pero ha manifestado la imposibilidad de cumplir la orden médica porque de las instituciones visitadas en esta ciudad ninguna brinda las condicione necesarias para tratar al accionante. Para la Sala, tal planteamiento no configura una causal válida que justifique la negación del servicio, como quiera que al tratarse de un sujeto de especial protección, en su calidad de enfermo mental, las instituciones competentes deben agotar los medios disponibles para lograr su efectivo tratamiento, máxime en este caso, en el que se trata de una persona que se ha fugado de su vivienda y ha desaparecido,  lo que acredita la necesidad de que reciba albergue en un lugar que se ajuste a sus requerimientos terapéuticos. En esas condiciones la entidad demandada, para salvaguardar los derechos de la persona en alto estado de vulnerabilidad, ha debido extender el estudio de viabilidad a más centros de tratamiento mental bien sea en esta ciudad o en otra cercana.”. 

Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-010 de 2016 / Sentencia T-760 de 2007.
--------------------------------------------
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, noviembre quince (15) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 544 de 15 de noviembre de 2016


Expediente No. 66001-22-13-000-2016-01022-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada  por la señora Luz Marina Arenas Vargas, como agente oficioso de su hijo Jonathan Acosta Arenas, contra la Dirección General de Sanidad Militar - Dispensario Médico I Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relata la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1.- Su hijo tiene veintisiete años de edad y se encuentra afiliado a la Dirección de Sanidad Militar en su calidad de pensionado de la Armada Nacional. 
1.2.- Fue diagnosticado con esquizofrenia paranoide, enfermedad que adquirió cuando prestaba sus servicios como soldado regular en el municipio de Coveñas. Fue calificado con pérdida total de la capacidad para laborar y una vez efectuado su retiro de las Fuerzas Militares se trasladó a Pereira donde residen sus padres.
1.3.- Con ocasión a la falta de atención de su hijo, en el año 2010 presentó una acción de tutela la cual fue fallada a su favor y se ordenó al Director de Sanidad Naval la entrega de los medicamentos solicitados y garantizar la atención integral.

1.4.- Tal orden fue acatada por la Armada Nacional, entidad que, además informó que por el cambio de residencia de su hijo el servicio de salud iba a ser prestado en el Dispensario Médico I Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”.
1.5.- El 20 de febrero de este año, médico especialista adscrito a la E.S.E. Hospital Mental de Risaralda ordenó la internación de Jonathan Acosta Arenas; medida que considera necesaria ya que su hijo, a pesar de los cuidados permanentes que le brindan, se ha escapado más de cinco veces de su vivienda, en un periodo de seis meses y ha desaparecido por días enteros y luego ha sido encontrado en distintas ciudades del país como Cartagena, Medellín y Cali. Por tanto requiere del tratamiento prescrito pues en su casa, además de no poder suministrarle la atención médica que requiere, no tiene las garantías de seguridad necesarias para evitar sus escapes.

1.6.- Desde el mes de marzo pasado ha acudido a la entidad demandada con el fin de que autoricen la internación en una institución de pacientes crónicos con enfermedad mental, mas no ha obtenido respuesta alguna.

1.7.- El 3 de agosto último el especialista reiteró que “debido al alto riesgo en su integridad física y mental en estos episodios en los cuales se fuga de su casa, se ha recomendado un hogar para pacientes crónicos con enfermedad mental, que debe ser de PUERTAS CERRADAS y en el cual permanezca bajo VIGILANCIA CONSTANTE”.   
2.- Considera lesionados sus derechos a la salud y vida digna y para su protección solicita se ordene a la entidad accionada autorizar y realizar los trámites necesarios para internar a su hijo en la entidad recomendada por su médico tratante.  
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto de 1 de noviembre de este año se admitió la acción, se decretaron pruebas y se ordenaron las notificaciones de rigor.

2.- La Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo” al ejercer su derecho de defensa, empezó por indicar que con antelación ya había sido tramitada otra acción de tutela con igual objeto al aquí propuesto y que fue decidida por el extinto Juzgado de Menores de Pereira; luego señaló que en este caso se ha garantizado la atención médica que ha requerido el demandante y además se han adelantado los trámites necesarios para su internación en un lugar para pacientes crónicos con enfermedad mental de puertas cerradas y bajo vigilancia constante. Sin embargo, se han presentado inconvenientes para encontrar sitio con esas características, según lo recomendado por la psiquiatra del Hospital Mental Universitario de Risaralda, pues en la ciudad solo existen hogares de anciano y centro de recuperación para drogadictos. Se ha intentado recluirlo en estos sitios pero la familia del paciente se opone por la razón de que este no reúne ninguna de aquellas dos características. En atención a ello visitaron las instituciones sugeridas por sus parientes y otros centros asistenciales, pero de conformidad con el concepto de la Oficina de Trabajo Social del Dispensario ninguno cumple con los requisitos necesarios.   
Solicita se niegue la tutela porque por esos mismos hechos ya había proferido otra sentencia constitucional y porque no ha vulnerado derecho alguno del actor.
3.- En respuesta al requerimiento efectuado por esta Sala, el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira remitió copia de la sentencia proferida por el extinto Juzgado de Menores de Pereira
 el 28 de diciembre de 2010 dentro de la acción de tutela radicada 2010-00139; además, informó que dicha providencia no fue impugnada y fue excluida de revisión por la Corte Constitucional.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La promotora del proceso, está legitimada para agenciar los derechos de que es titular su hijo Jonathan Acosta Arenas, quien, como se deduce de la copia de su historia clínica, padece una enfermedad mental, que le impide ejercer su propia defensa.

3.- Primeramente la Sala debe indicar que en este caso no se ha configurado cosa juzgada constitucional, alegada por la entidad demandada, ya que al confrontar la presente acción de tutela con la que había sido promovida en el año 2010, específicamente con el fallo dictado en esta última, cuya copia fue anexada al expediente por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito
, se concluye que entre ambas no se presenta identidad de partes pues la primera acción fue instaurada frente el Director de Sanidad Naval de la Armada Nacional, funcionario al cual se dirigió la orden de entregar unos medicamentos y garantizar la atención integral, mientras que la que aquí es objeto de estudio fue instaurada contra la Dirección General de Sanidad Militar - Dispensario Médico I Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”, entidad que, tal como lo señaló la promotora de la acción, es en la actualidad la encargada de garantizar el derecho a la salud de su hijo luego de que este se radicada en la ciudad de Pereira. Por tanto, ante la falta de ese requisito no es posible declarar la cosa juzgada ni mucho menos la temeridad, así se presente duplicidad de hechos y pretensiones. 
Tampoco es procedente declarar la inviabilidad del amparo, pues si bien lo aquí pretendido estaría cobijado dentro del tratamiento integral ordenado en la primera acción de tutela y para su cumplimiento se debería acudir al incidente de desacato, se reitera, la orden que contiene la sentencia proferida en aquel proceso fue impuesta a funcionario distinto al que en la presente ostenta la calidad de demandado.
4.- Considera la agente oficiosa lesionados los derechos a la salud y a la vida digna de su representando, ante la negativa de la entidad demandada en internarlo en una institución que brinde las garantías necesarias para tratar la enfermedad mental que padece.

5.- De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que desde hace algún tiempo modificó su criterio anterior, la salud es un derecho de carácter fundamental y autónomo y para que proceda su amparo por vía de tutela, cuando lo reclama una persona mayor de edad, no necesariamente debe estar en conexidad con otro que participe de aquella naturaleza
. 
6.- Las pruebas recogidas en el expediente, acreditan los siguientes hechos:

6.1 El señor Jonathan Acosta Arenas se encuentra afiliado a la Dirección General de Sanidad Militar, sufre de discapacidad mental
 y el servicio de salud se lo presta el Dispensario Médico I Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”.
6.2 Según los consignado en su historia clínica fue diagnosticado con esquizofrenia paranoide y a raíz de los síntomas psicóticos, crisis y episodios de fuga, el 10 de marzo de este año, especialista en psiquiatría le ordenó “internación en hospital mental”
, ese mismo día se entregó “orden para internación en institución de pacientes crónicos”
 y el 3 de agosto último se reiteró que “debido al alto riesgo en su integridad física y mental en estos episodios en los cuales se fuga de su casa, se ha recomendado un hogar para pacientes crónicos con enfermedad mental, que debe ser de puertas cerradas y en el cual permanezca bajo vigilancia constante”
.
6.3 Mediante informes del 20 de septiembre último la trabajadora social del Dispensario Médico demandado, indicó que de conformidad con las visitas efectuadas a la Fundación Vidas y al Hogar Arca de Noé, se pudo establecer que la primera no es adecuada para el tratamiento del accionante ya que alberga población farmacodependiente; la segunda se dedica a la atención de personas de la tercera edad y aunque cuenta con amplios espacios y se encuentran internados “gran cantidad de usuarios” carece de equipo interdisciplinario para acompañamiento adecuado del paciente. Por tanto, tales centros carecen de las condiciones necesarias para atender al actor, conforme a la patología que lo aqueja
.

7. Surge de lo anterior que el señor Jonathan Acosta Arenas sufre de discapacidad mental y el médico que lo trata ha recomendado su internamiento en un sitio adecuado para pacientes crónicos con trastorno mental. 

También se ha demostrado que la entidad de sanidad no ha accedido a ese servicio pues a pesar de las gestiones adelantadas, ha sido imposible hallar una institución que reúna las condiciones que requiere un paciente como aquel en cuyo interés se actúa.
Sobre el alcance y prevalencia de los derechos de las personas con afecciones mentales, la Corte Constitucional ha considerado: 

“3.5. Desde iniciales pronunciamientos esta Corporación ha señalado que la protección del derecho a salud implica la búsqueda de un bienestar no solamente físico sino también mental o psíquico. En este sentido, la Corte en la sentencia T-248 de 1998 indicó: “la salud constitucionalmente protegida no es únicamente la física sino que comprende, necesariamente, todos aquellos componentes propios del bienestar sicológico, mental y sicosomático de la persona”.  

3.6. De la misma manera, la Corte Constitucional ha indicado que la protección del derecho a la salud mental está integrada por garantías establecidas en preceptos superiores, tales como: (i) el artículo 13 de la Carta que impone al Estado el deber de proteger de manera especial a aquellas personas que por sus condiciones económicas, físicas o mentales, se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta y (ii) el artículo 47 que exige del Estado el desarrollo de una “política de previsión y rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos (…)”.

...
3.9. Bajo lo expuesto, se concluye que la atención médica de enfermedades mentales y las demás tecnologías en salud asociadas a esa especialidad, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 65 de la Ley 1438 de 2011, la Ley 1616 de 2003 y la reglamentación actual del POS contenida en la Resolución 5521 de 2013, son prestaciones que se encuentran incluidas dentro de los beneficios del POS.

Por lo tanto, las entidades encargadas de prestar la atención en salud, deben suministrar la atención o tratamiento que el médico tratante prescriba a un paciente para el manejo de la enfermedad que presenta, evitando cualquier acto que atente contra su integridad física y la de sus familiares.

3.10. De otra parte, la Corte ha resaltado la importancia de que exista el concepto del médico tratante, en los eventos en los cuales el servicio médico que requiere el paciente es la internación en una unidad de salud mental, en razón a que este tratamiento tiene un carácter transitorio, que es adoptado durante las fases graves de la enfermedad con el objeto de estabilizar al paciente para garantizar que pueda retornar a su ambiente familiar. Ello, en razón a que “las personas deben ser tratadas, en la medida de lo posible, al interior de su entorno cotidiano, a partir de una labor entre los especialistas y la comunidad de la que proviene aquél y su núcleo familiar, la familia cumple un papel muy importante en la recuperación de un paciente”
…
3.12. En armonía con lo anterior, esta Corporación ha señalado que cuando el paciente carece de apoyo familiar, o el cuidado de aquel resulta una carga excesiva para una familia que no tiene capacidad física, económica o emocional, el Estado directamente o por conducto de una EPS debe garantizar la prestación del servicio de salud que requiere para el manejo de la enfermedad mental que presenta.

3.13. En este marco, la Corte Constitucional en la sentencia T-949 de 2013 concluyó que “a la hora de analizar la vulneración del derecho a la salud mental habrá de tenerse en cuenta que cualquiera sea el servicio médico requerido: (i) deberá ser el más adecuado y acorde a la situación social, familiar, económica y de patología del paciente; (ii) siendo necesario, no podrá estar sometido al pago de sumas de dinero, a menos que se tenga capacidad económica para asumirlos; y (iii) no pude ser limitado a un número de días, meses o atenciones en el año, pues es característico de este tipo de padecimientos el que se presenten crisis o recaídas constantes, siendo una vulneración al derecho no proporcionar el tratamiento permanentemente”.

En este caso, la entidad demandada no ha desconocido su obligación de garantizar el internamiento del paciente, pero ha manifestado la imposibilidad de cumplir la orden médica porque de las instituciones visitadas en esta ciudad ninguna brinda las condicione necesarias para tratar al accionante.

Para la Sala, tal planteamiento no configura una causal válida que justifique la negación del servicio, como quiera que al tratarse de un sujeto de especial protección, en su calidad de enfermo mental, las instituciones competentes deben agotar los medios disponibles para lograr su efectivo tratamiento, máxime en este caso, en el que se trata de una persona que se ha fugado de su vivienda y ha desaparecido,  lo que acredita la necesidad de que reciba albergue en un lugar que se ajuste a sus requerimientos terapéuticos. En esas condiciones la entidad demandada, para salvaguardar los derechos de la persona en alto estado de vulnerabilidad, ha debido extender el estudio de viabilidad a más centros de tratamiento mental bien sea en esta ciudad o en otra cercana.
8.- Así las cosas, para remediar la lesión del derecho a la salud se ordenará a la Directora del Dispensario Médico I Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”, que en un término de cinco días adelante las gestiones necesarias para encontrar un lugar en el que pueda internarse al paciente.

Para ello, ha de tener en cuenta que la Ley 1306 de 2009 en el artículo 20 garantiza la libertad a las personas con discapacidad mental absoluta, “a menos que su internamiento por causa de su discapacidad sea imprescindible para la salud y terapia del paciente o por tranquilidad y seguridad ciudadana”; el 21 autoriza internarlos en clínicas o establecimientos especializados por urgencia calificada por el médico tratante o por perito del organismo designado por el Gobierno Nacional o del Instituto de Medicina Legal, hasta por un término que no supere los dos meses, a menos que el juez lo autorice de acuerdo con el artículo 22, según el cual, cuando la situación no fuere de urgencia, corresponderá al Juez de Familia autorizar el internamiento de carácter psiquiátrico de las personas con discapacidad mental absoluta, autorización que debe estar precedida del concepto del médico tratante o un perito de organismo designado por el Gobierno Nacional para el efecto sobre su necesidad o conveniencia para el paciente; el 23 también limita la temporalidad del internamiento cuando está ligada al comportamiento, que no podrá ser superior a un año, aunque puede ser prorrogado, si está precedido del concepto del médico tratante o del perito y el 24 dice que ese internamiento cesará en cualquier momento en que se establezca pericialmente que las causas que la motivaron han desparecido.
Es decir, ha de tener presente la entidad demandada que el internamiento de un enfermo mental es medida extrema, que solo puede adoptarse temporalmente y debe estar precedida del concepto del médico tratante.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Conceder la tutela solicitada por la señora Luz Marina Arenas Vargas, como agente oficiosa de su hijo Jonathan Acosta Arenas, contra la Dirección General de Sanidad Militar - Dispensario Médico I Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”.

SEGUNDO.- Se ordena a la Capitana Teresa Liliana Leyva Quintero, Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”, o a quien haga sus veces, que en el término de  cinco días adelante las gestiones necesarias para encontrar un lugar en el que pueda internarse al paciente, con observancia de las reglas a que se hizo alusión en el numeral 8 de las consideraciones de esta providencia.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

(Vienen firmas de sentencia de tutela en acción de tutela radicada 66001-22-13-000-2016-01022-00)
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

(ausente con causa justificada)

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� El Juzgado de Menores de Pereira fue transformado en Juzgado Quinto Laboral del Circuito mediante Acuerdo No. PSAA13-9851 de 26 de febrero de 2013, de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
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